
8 Miércoles 14 noviembre 2007 BOE núm. 273 Suplemento

solicitada, alegando, en síntesis, que confundía el insti-
tuto de la prescripción del delito y de la pena, que uno y 
otro tenían un tratamiento legal diferente en el Código 
penal, con cita y trascripción de los arts. 131, 132, 133 
y 134 CP, así como que se infringían los arts. 133 y 134 CP, 
aduciendo en apoyo de su pretensión impugnatoria opi-
niones doctrinales y jurisprudencia del Tribunal Supremo. 
En ningún pasaje del escrito del recurso de reforma 
invocó la vulneración de derecho fundamental alguno, ni 
confirió dimensión constitucional a ninguna de las cues-
tiones planteadas.

Ha de concluirse, por tanto, que la demanda de 
amparo, de acuerdo con la doctrina constitucional de la 
que se ha dejado constancia en el fundamento jurídico 
precedente, incurre en la causa de inadmisión prevista en 
el art. 50.1 a), en relación con el art. 44.1 c), ambos LOTC, 
en su redacción anterior a la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de 
mayo, al no haber invocado en el proceso judicial los 
derechos fundamentales supuestamente vulnerados «tan 
pronto como, una vez conocida la violación, hubiere lugar 
para ello».

5. En este caso la decisión de inadmisión de la 
demanda de amparo resulta reforzada porque el recu-
rrente, no sólo ha inobservado la exigencia temporal esta-
blecida en relación con el requisito de la necesaria invoca-
ción en el proceso judicial de los derechos fundamentales 
supuestamente vulnerados [art. 44.1 c) LOTC], sino que 
además de manera radical ha incumplido este requisito.

En efecto, el demandante de amparo con ocasión del 
recurso de apelación que interpuso contra la decisión del 
Juzgado de lo Penal de no acceder a la prescripción de la 
pena solicitada, volvió a reiterar en el cuerpo del escrito 
las alegaciones ya efectuadas en el recurso de reforma 
antes referidas, a las que incorporó, al objeto de rebatir la 
argumentación contenida en el Auto del Juzgado de lo 
Penal desestimatorio del recurso de reforma, un razona-
miento relativo a la diferencia que, a su juicio, existía 
entre el supuesto objeto de la Sentencia de la Sala 
Segunda del Tribunal Supremo de 1 de diciembre de 1999 
y el supuesto enjuiciado. Al planteamiento expuesto aña-
dió, en un tercer otrosí digo del escrito del recurso, la 
invocación de la supuesta lesión de derechos fundamen-
tales en los siguientes términos:

«Tercer otrosí digo: Que a los efectos legales oportu-
nos dejamos expresamente invocada la posible vulnera-
ción por la resolución recurrida de los derechos funda-
mentales de mi defendido a la tutela judicial efectiva, a un 
proceso con todas las garantías y al principio de legalidad 
consagrados en los arts. 24 y 25 de la Constitución.»

Pues bien, la forma en que se ha realizado en este 
caso la invocación en el recurso de apelación de los dere-
chos fundamentales supuestamente vulnerados no puede 
estimarse, de acuerdo con la doctrina constitucional de la 
que se ha dejado constancia (independientemente de que 
no podría subsanar de por sí la omisión de un requisito 
del amparo que ya se había producido en la instancia pre-
cedente) sino como un manifiesto y radical incumpli-
miento del requisito que establece el art. 44.1 c) LOTC, al 
resultar desprovista del más mínimo razonamiento la 
denunciada vulneración de los derechos fundamentales, 
en relación con la cual el recurrente se ha limitado a men-
cionar por su nomen iuris y a citar el precepto constitucio-
nal que los reconoce, sin llevar a cabo consideración 
alguna sobre la argumentación esgrimida en el recurso y 
su conexión con esos derechos fundamentales y su posi-
ble lesión de éstos o, siquiera, sobre el alcance y conte-
nido de dichos derechos o, en fin, sobre las razones de su 
posible afectación por las resoluciones judiciales recurri-
das en apelación.

Ha de concluirse, por tanto, que la demanda de 
amparo, además de incumplir la exigencia temporal de 
que la invocación de los derechos supuestamente vulne-

rados en el proceso se efectúe «tan pronto como, una vez 
conocida la violación, hubiere lugar a ello», incurre tam-
bién de manera manifiesta y radical en la falta de cumpli-
miento del requisito de la invocación [art. 44.1 c) LOTC].

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Inadmitir la demanda de amparo presentada por don 
Ramón Gutiérrez Ávila.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de octubre de dos mil siete.–
Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 19591 Sala Segunda. Sentencia 212/2007, de 8 de 
octubre de 2007. Recurso de amparo 1903-2004. 
Promovido por doña Dolores González Romero 
frente a la Sentencia y el Auto de la Audiencia 
Provincial de Jaén que anularon el laudo arbi-
tral de equidad sobre renta vitalicia.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial sin 
indefensión: falta de emplazamiento de quien 
debía haber sido demandado, por haber ins-
tado el laudo litigioso.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez Vera, 
don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez Arribas 
y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha pronun-
ciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1903-2004, promovido 
por doña Dolores González Romero, representada por la 
Procuradora de los Tribunales doña Ana Leal Labrador y 
asistida por el Abogado don Manuel Muñoz Ruiz, contra la 
Sentencia de 13 de febrero de 2004 y el Auto de 10 de 
marzo de la Audiencia Provincial de Jaén. Ha compare-
cido y formulado alegaciones doña Emilia Segura López, 
representada por la Procuradora de los Tribunales doña 
Matilde Marín. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Pascual Sala Sánchez, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 24 de marzo de 2004, doña Ana 
Leal Labrador, Procuradora de los Tribunales, en nombre 
y representación de doña Dolores González Romero, 
interpuso recurso de amparo contra las resoluciones judi-
ciales a las que se ha hecho mención en el encabezamiento 
de esta Sentencia.
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2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda 
de amparo son, sucintamente expuestos, los que siguen:

a) El 7 de febrero de 2003 la recurrente en amparo 
instó la intervención del colegio arbitral prevista en escri-
tura pública, de 23 de febrero de 1967, de constitución de 
renta vitalicia y renuncia de usufructo por incumplimiento 
de las condiciones a su favor allí establecidas. Seguido el 
procedimiento de arbitraje, el 13 de agosto de ese año se 
dictó laudo arbitral de equidad, que fue protocolizado ante 
Notario y remitido a las partes afectadas. El 9 de septiem-
bre de 2003, por la representación procesal de doña Emilia 
Segura López, se interpuso recurso de anulación contra el 
laudo arbitral ante la Audiencia Provincial de Jaén.

b) El día 22 de octubre de 2003, la representación 
procesal de doña Emilia Segura López presentó escrito en 
el que comunicaba el nombre y domicilio de las partes 
interesadas en el procedimiento arbitral, que no incluía 
los de la ahora demandante en amparo, que había sido 
quien instara el laudo arbitral. El órgano judicial procedió 
al emplazamiento de las personas referidas en el citado 
escrito de parte para que pudieran comparecer en el pro-
cedimiento, lo que efectivamente hizo una de ellas.

c) Por Sentencia de 13 de febrero de 2004 la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Jaén estimó el 
recurso y procedió a la anulación del laudo arbitral. En su 
encabezamiento las Sentencia cita a la ahora demandante 
de amparo como una de las personas contra la que se 
dirige el recurso, pese a que en ningún momento se había 
entendido con ella actuación procesal alguna ni le había 
sido realizada ninguna notificación. La argumentación de 
la Sentencia descansa en las pruebas documentales apor-
tadas, en el sentido de que el colegio arbitral había incu-
rrido en un error en cuanto a su composición. La Senten-
cia fue notificada a las dos partes que se habían personado 
en el procedimiento y al Presidente del colegio arbitral.

d) La recurrente, una vez que el 5 de marzo de 2004 
tuvo conocimiento casual de que se había dictado la Sen-
tencia y de su contenido, consideró comprometido su 
derecho a la defensa y así lo hizo valer a través de un inci-
dente de nulidad de actuaciones instado mediante escrito 
presentado el 8 de marzo de 2004.

e) Por Auto de 10 de marzo de 2004 la Audiencia Pro-
vincial de Jaén inadmitió a trámite el incidente de nulidad 
de actuaciones, razonando que se había emplazado a 
todas las personas tenidas por interesadas en el laudo y 
que la recurrente, en cuanto había participado en la inicia-
ción del expediente arbitral, había podido entonces reali-
zar sus alegaciones, contestar las de contrario y proponer 
pruebas, de manera que no cabía apreciar indefensión, 
máxime cuando la demanda se ha anulado por causas 
relativas a la composición del colegio arbitral.

3. La demanda de amparo alega la vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), que cree 
lesionado porque a la recurrente se le ha impedido com-
parecer en el proceso de anulación del laudo arbitral y 
formular alegaciones. Entiende que en ese proceso se 
debatieron hechos nuevos respecto a los tratados en el 
proceso de arbitraje, se aportaron documentos anterior-
mente desconocidos para la demandante de amparo y se 
suscitó un debate sobre el nombramiento de los árbitros 
que no había existido en el procedimiento arbitral. De ese 
modo considera que la personación en ese procedimiento 
arbitral no puede sanar la lesión de su derecho de defensa 
en el proceso judicial posterior. La misma lesión del dere-
cho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE) la 
atribuye también a la inadmisión a trámite de su incidente 
de nulidad de actuaciones, por no subsanar la lesión a 
pesar de que tuvo su origen en defectos procesales.

4. Por providencia de la Sala Segunda de este Tribu-
nal de 20 de septiembre de 2005 se acordó admitir a trá-
mite la demanda de amparo y, en aplicación del art. 51 

LOTC, dirigir comunicación a la Audiencia Provincial de 
Jaén para la remisión de las actuaciones correspondien-
tes al procedimiento núm. 270-2003, de anulación de 
laudo arbitral de equidad, y al colegio arbitral de Jaén 
constituido por acta de 13 de febrero de 2003 para que 
remita copia de las actuaciones correspondientes al laudo 
arbitral de equidad dictado el 13 de agosto de 2003, 
debiendo emplazarse para que en el plazo de diez días 
puedan comparecer en el recurso de amparo quienes 
hubieran sido parte en el procedimiento, excepto la recu-
rrente en amparo. Por diligencia de ordenación de 24 de 
enero de 2006 la Sala Segunda de este Tribunal tuvo por 
personada y parte en el procedimiento a la Procuradora 
de los Tribunales doña Matilde Marín Pérez en nombre y 
representación de doña Emilia Segura López, así como 
dar vista de las actuaciones a las partes y al Ministerio 
Fiscal por el plazo de veinte días, dentro del cual podrían 
presentar las alegaciones que estimaran pertinentes, con-
forme al art. 52.1 LOTC.

5. Por escrito ingresado en este Tribunal el 9 de 
febrero de 2006 la parte demandante en amparo dio por 
reproducidas las alegaciones contenidas en su demanda.

El 23 de febrero de 2003 tuvo entrada en el Registro 
General de este Tribunal escrito de la Procuradora de los 
Tribunales doña Matilde Marín Pérez, en nombre y repre-
sentación de doña Emilia Segura López, en el que se 
opone al amparo solicitado. En el mismo se alegan una 
serie de hechos relativos al procedimiento de laudo arbi-
tral, negándole capacidad jurídica plena a la demandante 
de amparo y quejándose de indefensión sufrida en el 
curso del procedimiento arbitral y de parcialidad de los 
árbitros. Se alega también que la demandante debió tener 
conocimiento extraprocesal de las vicisitudes del procedi-
miento judicial a través de su Letrado, a quien le habría 
dado traslado su hermana, quien a su vez habría tenido 
conocimiento de ellas por el Presidente del colegio arbi-
tral, y se considera que todos los interesados fueron debi-
damente citados.

6. El Ministerio Fiscal, en escrito presentado el 3 de 
marzo de 2006, recuerda la continua jurisprudencia cons-
titucional en materia de derecho de acceso al proceso, 
claramente anexo al concepto de indefensión y al derecho 
de defensa, que es terminante a la hora de la exigencia de 
extremar la interpretación de los derechos de las partes y 
no razonar en términos de formalismo excluyente.

En el caso actual la parte solicitante de la nulidad del 
laudo arbitral indicó al Tribunal los domicilios de algunos 
de los intervinientes, pero omitió los de la demandante 
de amparo y de su hermana, que se había adherido a sus 
tesis. Ese reproche al silencio de la parte, que indiscuti-
blemente conocía el domicilio de esas dos participantes 
en el laudo, no releva de culpa al órgano judicial. En el 
expediente arbitral figuran hasta dos domicilios de doña 
Dolores González Romero en los que podía haber sido 
notificada.

A juicio del Ministerio Fiscal es obvio que el Tribunal 
conocía, no sólo la ausencia en el procedimiento judicial 
de dos parte interesadas sino también sus domicilios. 
Con motivo del incidente de nulidad de actuaciones, el 
mismo órgano judicial rechaza la petición de nulidad de la 
demandante de amparo en términos liminares, si bien da 
una respuesta de fondo. Tal respuesta no debe ser consi-
derada admisible, pues el que la demandante hubiera 
promovido y alegado el expediente de laudo arbitral no 
empece a que hubiera debido ser convocada en el expe-
diente judicial.

Al no haberlo hecho así entiende que el Auto ha incu-
rrido en vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva (art. 24.1 CE), por lo que procede la estimación del 
recurso de amparo y la anulación de la Sentencia de 13 de 
febrero de 2004.
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7. Por providencia de 4 de octubre de 2007, se señaló 
para deliberación y votación de la presente Sentencia el 
día 8 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurso pretende la concesión de amparo frente 
a la Sentencia de la Audiencia Provincial de Jaén, que 
anuló un laudo arbitral de equidad instado por la recu-
rrente sin notificarle en ningún momento la interposición 
de la demanda, emplazarla para que compareciera ni noti-
ficarle la Sentencia. La demandante de amparo considera 
que esta resolución, y el Auto por el que se inadmitió el 
incidente de nulidad de actuaciones promovido con tal 
motivo, han vulnerado su derecho a la tutela judicial efec-
tiva sin indefensión (art. 24.1 CE). En el mismo sentido se 
pronuncia el Ministerio Fiscal. La parte que solicitó la nuli-
dad del laudo se opone a la concesión del amparo.

2. Para dar respuesta a esta queja debemos recordar 
que son numerosos los casos en los que este Tribunal ha 
tenido ocasión de pronunciarse sobre alegaciones de 
indefensión producidas por la defectuosa realización de 
los actos de comunicación procesal, viniendo a consoli-
dar una detallada doctrina al respecto.

En síntesis, hemos subrayado en reiteradas ocasiones 
la trascendental importancia que posee la correcta y 
escrupulosa constitución de la relación jurídico-procesal 
para entablar y proseguir los procesos judiciales con la 
plena observancia de los derechos constitucionales de 
defensa que asisten a las partes. Un instrumento capital 
de esa correcta constitución de la relación jurídico proce-
sal, cuya quiebra puede constituir de suyo una lesión del 
derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), es el 
régimen procesal de emplazamientos, citaciones y notifi-
caciones a las partes de los distintos actos procesales que 
tienen lugar en el seno del procedimiento. Su finalidad 
material radica en llevar al conocimiento de los afectados 
las resoluciones judiciales con objeto de que puedan 
adoptar la postura que estimen pertinente para la defensa 
de sus intereses, evitando que se produzcan situaciones 
de indefensión y garantizando los indisponibles princi-
pios de contradicción e igualdad de armas entre las partes 
del litigio (por todas, STC 295/2005, de 21 de noviembre, 
FJ 3). De ese modo la falta o deficiente realización del 
emplazamiento a quien ha de ser o puede ser parte en el 
proceso coloca al interesado en una situación de indefen-
sión que vulnera el referido derecho fundamental, salvo 
que la situación de incomunicación procesal sea imputa-
ble a la propia conducta del afectado por haberse situado 
voluntaria o negligentemente al margen del proceso, 
pese a tener conocimiento por otros medios distintos de 
su existencia (STC 268/2000, de 13 de noviembre, FJ 4, y 
las allí citadas). Si bien es necesario precisar que la posi-
ble negligencia, descuido o impericia imputables a la 
parte, o el conocimiento extraprocesal de la causa judicial 
tramitada inaudita parte, que excluiría la relevancia cons-
titucional de la queja, «no puede fundarse sin más en una 
presunción cimentada en simples conjeturas, sino que 
debe acreditarse fehacientemente para que surta su 
efecto invalidante de la tacha de indefensión, pues lo pre-
sumido es, justamente, el desconocimiento del proceso si 
así se alega» (por todas, STC 268/2000, de 13 de noviem-
bre, FJ 4).

Por las razones expuestas recae sobre el órgano judi-
cial el deber de velar por la correcta ejecución de los actos 
de comunicación y el de asegurarse de que dichos actos 
sirven al propósito de garantizar que la parte sea oída en 
el proceso (STC 245/2006, de 24 de julio, FJ 2) sin que, 
claro está, ello signifique exigir al Juez o Tribunal corres-
pondiente el despliegue de una desmedida labor investi-
gadora (STC 102/2003, de 2 de junio, FJ 2, por todas).

3. La aplicación de la doctrina enunciada al presente 
supuesto lleva a la necesaria estimación del amparo, por 
vulneración del art. 24.1 CE, pues del examen de las 
actuaciones se desprende la concurrencia de los elemen-
tos que de acuerdo a nuestra jurisprudencia determinan 
la lesión del derecho fundamental invocado.

Efectivamente, en el caso concreto la Audiencia Pro-
vincial de Jaén dispuso, en el momento inicial del pro-
ceso, dar traslado de la demanda y las actuaciones arbi-
trales a los interesados en el laudo para que pudieran 
personarse una vez que se recibiera el expediente arbitral 
de equidad o cuando la parte recurrente aportara sus 
domicilios. La parte que instaba la nulidad comunicó a tal 
efecto los domicilios de tres personas interesadas en el 
laudo arbitral, si bien omitió el de otras que habían sido 
parte en el mismo, incluida la recurrente en amparo, que 
había sido, precisamente, quien lo promovió. El órgano 
judicial dio sin más validez a este escrito, omitiendo cual-
quier notificación al resto de los interesados.

Pese a ello en el expediente arbitral aportado al proce-
dimiento de anulación consta la solicitud de la deman-
dante de amparo interesando la constitución del colegio 
arbitral; la relación de partes en litigio establecida en el 
acta de constitución de dicho colegio, que la incluye; su 
domicilio, al que se remiten las notificaciones del colegio 
arbitral, cuya correcta recepción aparece documentada 
repetidamente, incluyendo certificado de la Directora de 
la Oficina de Correos y Telégrafos de Beas de Segura. En 
definitiva, el órgano judicial estaba en condiciones, según 
resulta de la mera lectura del expediente correspondiente 
al laudo impugnado, de conocer la condición de parte de 
la hoy demandante en amparo y su dirección a efectos de 
comunicar los actos procesales relativos a la demanda de 
anulación.

El legítimo interés de la recurrente en el procedi-
miento de anulación es, por otra parte, indudable, pues, 
además de que fue ella la que solicitó la intervención del 
colegio arbitral, al entender que los propietarios de unas 
fincas estaban incumpliendo las obligaciones asistencia-
les a su favor, resultó también la principal beneficiaria del 
laudo emitido por el colegio arbitral después anulado 
judicialmente, que le devolvió el dominio sobre tales fin-
cas. Sin necesidad de analizar los términos del debate 
procesal con motivo del recurso de anulación, lo cierto es 
que su derecho de defensa quedó comprometido al no 
poder comparecer en el procedimiento ni hacer alegacio-
nes en igualdad de armas con las demás partes. Prueba 
significativa de tal interés directísimo es que, pese a no 
haberse intentado en ningún momento por la Audiencia 
Provincial la comunicación con ella, la Sentencia impug-
nada en amparo la cita entre las partes contra las que se 
sigue el procedimiento judicial. Se le otorga así, formal-
mente, el reconocimiento de parte, y sin embargo no se 
entiende con ella ninguna de las actuaciones, con evi-
dente lesión del derecho a la tutela judicial efectiva sin 
indefensión (art. 24.1 CE).

Finalmente, no existe dato alguno en las actuaciones 
que permita deducir o inferir de manera suficiente y razo-
nada que hubiera tenido un conocimiento extraprocesal 
del pleito. En este sentido, frente a las alegaciones de la 
contraparte, ha de recordarse que, según reiterada doc-
trina constitucional, «el conocimiento extraprocesal de la 
causa judicial tramitada supuestamente sin conocimiento 
del interesado que vaciaría de contenido constitucional su 
queja no puede fundarse sin más en una presunción 
cimentada en simples conjeturas, sino que debe acredi-
tarse suficientemente para que surta su efecto invalidante 
de la tacha de indefensión, pues lo presumido es, justa-
mente, el desconocimiento del proceso si así se alega... 
afirmaciones compatibles con que, como también hemos 
recordado, del examen de las actuaciones pueda inferirse 
de manera suficiente y razonada que tuvo o hubo de 
haber tenido un conocimiento extraprocesal de la pen-
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dencia del litigio o que no podía ignorar su existencia 
(SSTC 26/1999, de 8 de marzo, FJ 5; y 20/2000, de 31 de 
enero, FJ 5; 102/2003, de 2 de junio, FJ 3)». Y es que basar, 
como hace la parte oponente al amparo, el aludido cono-
cimiento extraprocesal de la impugnación del laudo en 
que a la demandante se lo habría trasladado su Letrado, 
quien a su vez lo habría sabido por su hermana y ésta por 
el Presidente del colegio arbitral, no puede merecer reco-
nocimiento alguno, tan pronto se tenga en cuenta que su 
misma sofisticada articulación no alcanza siquiera la cate-
goría de indicio, por lo demás falto del más mínimo 
soporte probatorio.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por doña Dolores Gonzá-
lez Romero y, en su virtud:

1.º Declarar que le ha sido vulnerado el derecho a la 
tutela judicial efectiva sin padecer indefensión (art. 24.1 CE).

2.º Restablecerla en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad de la Sentencia de 13 de febrero de 2004 y el Auto 
de 10 de marzo de la Audiencia Provincial de Jaén, retro-
trayendo las actuaciones al momento del emplazamiento 
de los interesados en el laudo arbitral, para que se practi-
que con respecto al derecho fundamental vulnerado.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a ocho de octubre de dos mil 
siete.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y 
rubricado. 

 19592 Sala Segunda. Sentencia 213/2007, de 8 de 
octubre de 2007. Recurso de amparo 5669-2004. 
Promovido por don Francisco Jiménez Jiménez 
respecto a la Sentencia de la Audiencia Provin-
cial de Navarra que, en grado de apelación, le 
condenó por delito de hurto de una grúa.

 Vulneración del derecho a un proceso con 
garantías: condena pronunciada en apelación 
sin haber celebrado vista pública (STC 167/2002).

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente, 
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez 
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez 
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5669-2004, promovido 
por don Francisco Jiménez Jiménez, representado por el 

Procurador de los Tribunales don José Manuel de Dorremo-
chea Aramburu y asistido por el Abogado don Fernando 
Areopagita Martínez, contra la Sentencia de la Audiencia 
Provincial de Navarra (Sección Tercera) de 30 de julio de 
2004, recaída en el rollo de apelación núm. 31-2004 que, 
estimando los recursos interpuestos por la acusación parti-
cular y el Ministerio Fiscal, revoca la Sentencia absolutoria 
de 12 de enero de 2004 dictada por el Juzgado de lo Penal 
núm. 2 de Pamplona en procedimiento abreviado 472-2003, 
condenando al recurrente por un delito de hurto a la pena de 
seis meses de prisión. Ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha 
sido Ponente el Magistrado don Ramón Rodríguez Arribas, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el día 20 de septiembre de 2004 el 
Procurador de los Tribunales don José Manuel de Dorre-
mochea Aramburu, en nombre y representación de don 
Francisco Jiménez Jiménez, y bajo la dirección letrada del 
Abogado don Fernando Areopagita Martínez, interpuso 
recurso de amparo contra la resolución que se menciona 
en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. El recurso tiene su origen en los siguientes ante-
cedentes:

a) Por el Juzgado de lo Penal núm. 2 de Pamplona se 
dictó Sentencia de 12 de enero de 2004, en procedimiento 
abreviado 472-2003, por la que se absolvía al deman-
dante del delito de hurto del que venía siendo acusado. 
Los hechos probados de dicha resolución relatan que el 
recurrente «que se dedica profesionalmente al negocio 
de la chatarra, hacia el mes de mayo de 2002, al ver una 
grúa de las usadas para la construcción, de unos diez mil 
kilos de peso y que llevaba varios meses depositada en 
un terreno comunal del Ayuntamiento de Arróniz (Nava-
rra) en el que suelen dejarse materiales abandonados y 
de desecho, estimando que podía estar abandonada, rea-
lizó varias gestiones en la sede del Ayuntamiento de la 
localidad por si le podían dar información sobre quién 
había depositado la grúa y quién podía haber sido su 
propietario, realizándose incluso llamadas telefónicas a 
algunos empresarios de la zona en averiguación de ello. 
Como nadie daba razón de que alguien estuviera intere-
sado en tal material, dado el tiempo que allí llevaba y su 
deficiente estado externo, y valorando personalmente 
que se trataba de un material abandonado, en fecha no 
concretada pero, en cualquier caso, bien a últimos del 
mes de mayo, bien a primeros de junio de 2002, se la 
vendió a un empresario chatarrero quien cortó la grúa en 
pedazos en la propia finca en que estaba depositada y a 
lo largo de todo un día. No consta que en el momento en 
que se apoderara de la grúa ésta siguiera con determina-
das piezas esenciales, como motor, cuadro de luces… La 
grúa pertenecía a Francisco Iturralde o a una empresa de 
su titularidad».

b) La absolución se fundó en que de tales hechos 
probados no cabía inferir un dolo de hurto, «la conciencia 
de que se está detrayendo el bien del patrimonio cierto de 
alguien y bajo cuyo dominio actual se encuentra aquél». 
En lo tocante a la valoración de la prueba, manifiesta la 
Sentencia en su fundamento jurídico primero que: «Sobre 
el estado aparente de la grúa hubo discrepancias según 
fueran las manifestaciones de una u otra parte. Según el 
acusado, tenía un aspecto penoso, muy vieja e inutilizable 
pues carecería de elementos esenciales y no servía más 
que para la chatarra. Esta versión, en la parte de los 
hechos que pudo conocer, fue avalada por el empresario 
que adquirió la grúa y quien se encargó personalmente 
de trocearla en la propia finca, quien recordó que, desde 
luego, cuando él la vio, y fue por dos ocasiones, carecía 
de instalaciones fundamentales, además de estar muy 


